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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Dictámenes correspondientes a la Vigésima Tercera Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

18 de noviembre del año 2015.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito un terreno de su propiedad con una superficie total de 200,000.00 M2, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Secretaría de Educación Pública.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 729.25 M2., ubicado en el Fraccionamiento “La Perla” de esa ciudad, con el fin de celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años a favor de la Asociación Religiosa “Iglesia Adventista del Séptimo Día A.R.”, con objeto de la construcción de un templo religioso.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de terreno de área vial en desuso con una superficie de 50.78 M2., ubicada en la colonia “Abastos” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. Lidia Moreno Puentes, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. 

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor de la C. Karen Irais Morán Rosales, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la fracción IX del Artículo 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, mediante el cual se declara la no procedencia para modificar el tipo penal de inducción al soborno de votos.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, mediante el cual se declara la no procedencia de la propuesta para eliminar la responsabilidad de quien presenta una denuncia en contra de algún servidor público.

G.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, del Grupo Parlamentario “General Eulalio Gutiérrez Ortíz”, del Partido Revolucionario Institucional, mediante el cual se declara la no procedencia en la modificación del delito de infanticidio.

H.- Dictamen presentado por la Comisión de Desarrollo Social, con relación a una Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los demás Diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, “Con objeto de que esta Diputación Permanente por conducto de la Comisión de Desarrollo Social, analice el proceder de la Secretaría de Desarrollo Social del Estado, al considerar ésta, que los padrones de beneficiarios, los nombres de las personas encargadas de entregar los recursos de los programas sociales, así como otros datos similares son información confidencial. Asimismo, que analice si dicha Secretaría está cumpliendo con todas las disposiciones de la Ley de Desarrollo Social del Estado de Coahuila.

I.- Acuerdo presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Proposición con Punto de Acuerdo “En la que se plantea requerir al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y al Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema Penal, un informe detallado sobre los avances en materia de capacitación de jueces, defensores de oficio y personal del Poder Judicial del Estado, así como abogados particulares y demás, en lo referente a la creación de salas especiales para llevar a cabo este tipo de procesos”, planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

 J.- Acuerdo presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a  una Proposición con Punto de Acuerdo “Con objeto de que mediante esta Comisión, se envíe al Poder Judicial del Estado, un extrañamiento en el que se plasme el total desacuerdo en cerrar los jugados en Primera Instancia de lo Civil y Familiar de los Municipios de Matamoros, Francisco I. Madero y Allende, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila.

K.- Acuerdo presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a un escrito mediante el cual solicitan a este Congreso la realización de un punto de acuerdo en relación a la actuación del Juez Civil con residencia en San Pedro Coahuila, presentado por integrantes de la Central Campesina Cardenista y otros.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que se autoriza al Gobierno del Estado a que desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito un terreno con una superficie total de 200,000.00 M2., ubicado en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Secretaría de Educación Pública Federal, con la finalidad que lo designe al Instituto Tecnológico de Saltillo, con el fin que lo utilice única y exclusivamente para el desarrollo y construcción de la nueva Unidad a Distancia del Instituto Tecnológico de Saltillo, extensión Derramadero.

RESULTANDO

PRIMERO.  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, se turno a la Comisión de Finanzas, una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado por la que se autoriza al Gobierno del Estado a que desincorpore del dominio público y enajene a título gratuito un terreno con una superficie total de 200,000.00 M2., ubicado en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Secretaría de Educación Pública Federal, con la finalidad que lo designe al Instituto Tecnológico de Saltillo, con el fin que lo utilice única y exclusivamente para el desarrollo y construcción de la nueva Unidad a Distancia del Instituto Tecnológico de Saltillo, extensión Derramadero.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.  Que esta Comisión de Finanzas, es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, así como por la materia de la iniciativa.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos:

Uno de los objetivos primordiales de esta administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y los programas que de este se deriven, con los sectores social, productivo, cultural y educativo, para favorecer el desarrollo de nuestra Entidad. 

Consolidar un sistema educativo con los más altos estándares de calidad, que ofrezca a toda la población una educación pertinente, incluyente e integralmente formativa, que constituya el eje fundamental del desarrollo cultural, científico, tecnológico, económico y social del estado.

El principal reto en el Estado es elevar la calidad de la formación académica, por lo que es de vital importancia promover que haya espacios educativos dignos y suficientes para todos los estudiantes, por ello alentar convenios de colaboración con organizaciones privadas y sociales, que coadyuven a elevar la calidad de la educación es imprescindible.

El Gobierno del Estado confirma su vocación de coadyuvar con el desarrollo educativo y social de los ciudadanos coahuilenses, por lo que ha resuelto desincorporar del dominio público y enajenar a título gratuito el lote de terreno que en adelante se describe, a favor de la Secretaría de Educación Pública Federal, con la finalidad que lo designe al Instituto Tecnológico de Saltillo, para que lo utilice única y exclusivamente para el desarrollo y construcción de la nueva Unidad a Distancia del Instituto Tecnológico de Saltillo, extensión Derramadero.

El Gobierno del Estado es propietario y poseedor con plena potestad de una superficie de terreno que consta de 200, 000.00 m², que forma parte de un predio de mayor extensión que se ubica en la Fracción 2 de la parcela 389 Z-8 P1/1, del Ejido Providencia ubicado en el municipio de Saltillo, Coahuila. Amparado en la Escritura Pública Número 74, pasada ante la fe del Notario Público Número 16, Licenciado Raúl P. García Elizondo e inscrita en el Registro Público de la ciudad de Saltillo, Coahuila., con fecha 13 de junio de 2013, bajo la Partida 82, Libro I, Secc. IX.

Conforme a la Ley General de Bienes del Estado, le corresponde al Titular del Ejecutivo, disponer de los Bienes Inmuebles del Dominio Público y Privado del Estado, por lo que con base en lo anteriormente expuesto en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que se han cubierto los requisitos legales correspondientes, esta Comisión de Finanzas, somete a consideración, para su discusión y, en su caso, aprobación el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO PARA QUE DESINCORPORE DEL DOMINIO PÚBLICO Y ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN TERRENO DE SU PROPIEDAD CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 200,000.00 METROS CUADRADOS EN LA CIUDAD DE SALTILLO COAHUILA, A FAVOR DE LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN PÚBLICA FEDERAL.
ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Gobierno del Estado, para que desincorpore del dominio público del Estado y enajene a título gratuito un terreno de su propiedad con una superficie total de 200,000.00 m2., ubicado en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a favor de la Secretaría de Educación Pública Federal y que se identifica conforme al siguiente: 

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN FRACCIÓN “2-A”

SUPERFICIE= 200,000.00 M2.

	LADO
	RUMBO
	DISTANCIA
	V
	COORDENADAS
	COLINDNCIAS

	EST
	PV
	
	
	
	Y
	X
	

	
	
	
	
	30016
	2,796,495.230
	282,139.000
	

	30016
	288
	N 69° 41´ 09” E
	2.22
	288
	2,796,496.000
	282,141.080
	Área parcelada Zona 2

	288
	3934
	S 16° 37´09” W
	50.00
	3934
	2,796,448.090
	282,126.780
	Camino

	3934
	3935
	S 73° 05´10¨ E
	259.37
	3935
	2,796,372.630
	282,374.930
	Camino

	3935
	I
	S 26° 40´05¨W
	554.40
	I
	2,795,877.208
	282,126.105
	Camino

	I
	II
	N 63° 19´55¨ W
	380.87
	II
	2,796,048.152
	281,785.749
	Fracción 2-B

	II
	B
	N 25° 51´38¨ E
	428.01
	B
	2,796,433.300
	281,972.440
	Fracción 1A

	B
	30016
	N 69° 36¨14¨ E
	177.70
	30016
	2,796,495.230
	282,139.000
	Área parcelada Zona 2


ARTÍCULO SEGUNDO,- La donación que con el presente Decreto se autoriza, será a favor de la Secretaría de Educación Pública Federal, con la finalidad que lo designe al Instituto Tecnológico de Saltillo, para que lo utilice única y exclusivamente para el desarrollo y construcción de la nueva Unidad a Distancia del Instituto Tecnológico de Saltillo, extensión Derramadero.

ARTÍCULO TERCERO.- Se autoriza al Titular del Ejecutivo Estatal para que por sí, o por medio del representante legal que designe, otorgue a la Secretaría de Educación Pública Federal, el Título de Propiedad correspondiente, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público de Saltillo, Coahuila.

ARTÍCULO CUARTO.- Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de escrituración y registro del Título de Propiedad que para el efecto se expida, serán cubiertos totalmente por el Donatario, en este caso la Secretaría de Educación Pública Federal.

ARTÍCULO QUINTO.- El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en los Títulos de Propiedad respectivos.

ARTÍCULO SEXTO.- En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, mediante la Escritura Pública de donación dentro de un plazo de dieciocho meses, computado a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto o no sea destinado para la Institución y objeto señalados, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que se hace referencia en el Artículo Primero de este Documento, revirtiéndose de pleno derecho el inmueble al patrimonio del Gobierno del Estado.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.  
SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de noviembre de 2015.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	
NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 729.25 M2., ubicado en el Fraccionamiento “La Perla” de esa ciudad, con el fin de celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años a favor de la Asociación Religiosa “Iglesia Adventista del Séptimo Día A.R.”, con objeto de la construcción de un templo religioso.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 10 de junio de 2015, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 729.25 M2., ubicado en el Fraccionamiento “La Perla” de esa ciudad, con el fin de celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años a favor de la Asociación Religiosa “Iglesia Adventista del Séptimo Día A.R.”, con objeto de la construcción de un templo religioso.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 301, 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    
CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 20 de abril de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 729.25 M2., ubicado en el Fraccionamiento “La Perla” de esa ciudad, con el fin de celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años a favor de la Asociación Religiosa “Iglesia Adventista del Séptimo Día A.R.”.

El inmueble antes mencionado se identifica con una fracción de Lote 1, manzana 6 del Fraccionamiento “La Perla” en esa ciudad, con una superficie total 729.25 M2., de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 31.05 metros y colinda con Calzada Perla de la Laguna.

Al Sur:
mide 28.00 metros y colinda con cerrada Perla Ayoka.

Al Suroriente:
mide 25.96 metros y colinda con calle Perla Natural.

Al Poniente:
mide 23.58 metros y colinda con fracción de mismo Lote 1, misma manzana.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una extensión mayor a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en la oficina del Registro Público de la ciudad Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 71518, Libro 716, Sección I de fecha 13 de febrero de 2007.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de la construcción de un templo religioso. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 729.25 M2., ubicado en el Fraccionamiento “La Perla” de esa ciudad, con el fin de celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años a favor de la Asociación Religiosa “Iglesia Adventista del Séptimo Día A.R.”.

El inmueble antes mencionado se identifica con una fracción de Lote 1, manzana 6 del Fraccionamiento “La Perla” en esa ciudad, con una superficie total 729.25 M2., de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 31.05 metros y colinda con Calzada Perla de la Laguna.

Al Sur:
mide 28.00 metros y colinda con cerrada Perla Ayoka.

Al Suroriente:
mide 25.96 metros y colinda con calle Perla Natural.

Al Poniente:
mide 23.58 metros y colinda con fracción de mismo Lote 1, misma manzana.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una extensión mayor a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en la oficina del Registro Público de la ciudad Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 71518, Libro 716, Sección I de fecha 13 de febrero de 2007.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de la construcción de un templo religioso. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 301, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 06 de noviembre de 2015.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de terreno de área vial en desuso con una superficie de 50.78 M2., ubicada en la colonia “Abastos” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. Lidia Moreno Puentes, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente Congreso el día 27 de agosto de 2013, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de terreno de área vial en desuso con una superficie de 50.78 M2., ubicada en la colonia “Abastos” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. Lidia Moreno Puentes, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el Artículo 275 y el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 15 de junio de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, una fracción de terreno de área vial en desuso con una superficie de 50.78 M2., ubicada en la colonia “Abastos” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. Lidia Moreno Puentes.

La superficie antes mencionada se identifica como fracción de terreno de área vial en desuso del retorno de la calle Aztecas colindante a la Manzana “B” supermanzana IV del nuevo trazo de la colonia “Abastos” de esa ciudad con una superficie de 50.78 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide 7.30 metros y colinda con Calzada Netzahualcoyoltl.

Al Surponiente:
mide 3.75 metros y colinda con fracción del lote 17 de la manzana “B”.

Al Norponiente:
mide 3.75 metros y colinda con calle Aztecas.

Al Suroriente:
mide en línea curva 9.94 metros y colinda con fracción del lote 16, de la manzana “B”.

QUINTO. La autorización de esta operación es exclusivamente para regularizar la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de terreno de área vial en desuso con una superficie de 50.78 M2., ubicada en la colonia “Abastos” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor de la C. Lidia Moreno Puentes.

La superficie antes mencionada se identifica como fracción de terreno de área vial en desuso del retorno de la calle Aztecas colindante a la Manzana “B” supermanzana IV del nuevo trazo de la colonia “Abastos” de esa ciudad con una superficie de 50.78 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Nororiente:
mide 7.30 metros y colinda con Calzada Netzahualcoyoltl.

Al Surponiente:
mide 3.75 metros y colinda con fracción del lote 17 de la manzana “B”.

Al Norponiente:
mide 3.75 metros y colinda con calle Aztecas.

Al Suroriente:
mide en línea curva 9.94 metros y colinda con fracción del lote 16, de la manzana “B”.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para regularizar la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 275 y 276 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 6 de noviembre de 2015.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor de la C. Karen Irais Morán Rosales, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de septiembre de 2015, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor de la C. Karen Irais Morán Rosales, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 23 de julio de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor de la C. Karen Irais Morán Rosales.

El inmueble antes mencionado se identifica como excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en la calle Crisantemos del Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 4.49 metros y colinda con Lote 7.

Al Sur:
mide 4.47 metros y colinda con excedente de vialidad de la calle Crisantemo.

Al Oriente:
mide 7.26 metros y colinda con calle Crisantemo.

Al Poniente:
mide 7.26 metros y colinda con Lote 8.
QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor de la C. Karen Irais Morán Rosales.

El inmueble antes mencionado se identifica como excedente de área vial en desuso, con una superficie de 32.48 M2., ubicada en la calle Crisantemos del Fraccionamiento “Valle de las Flores” de esta ciudad, y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 4.49 metros y colinda con Lote 7.

Al Sur:
mide 4.47 metros y colinda con excedente de vialidad de la calle Crisantemo.

Al Oriente:
mide 7.26 metros y colinda con calle Crisantemo.

Al Poniente:
mide 7.26 metros y colinda con Lote 8.
ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 06 de noviembre de 2015.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción IX del Artículo 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 9 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción IX del Artículo 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción IX del Artículo 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Uno de los mayores reclamos de la sociedad en los últimos procesos electorales tanto federales como locales, ha sido la transparencia y legitimidad de los mismos. 

De igual forma, las denuncias más sonadas durante un proceso electoral son la compra de votos por parte de personas que son afines a un partido político, así como el condicionar la entrega de los apoyos sociales a cambio de votar por un determinado candidato o partido.

El sufragio es considerado como la expresión política de la voluntad individual. Su existencia tiene por objeto la participación del ciudadano en la designación de los representantes del pueblo, de determinados funcionarios públicos, o la aprobación o rechazo de ciertos actos de gobierno.

En una democracia representativa como la nuestra, la existencia y vigencia del sistema electoral es una pieza fundamental, ya, que según lo manda la Constitución Nacional: "el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes" (art. 2). Es en la elección de esos representantes por medio del voto de la ciudadanía, donde se encuentra uno de los elementos principales del sistema democrático. Se puede decir, que a través del ejercicio del derecho al voto, el ciudadano elige a sus representantes, escoge un programa político y reitera, confirma y actualiza su decisión de que la democracia debe ser la norma básica de gobierno.

Las características del voto son las de ser universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible.

Es universal, porque todos los ciudadanos, hombres y mujeres mayores de 18 años que tengan un modo honesto de vivir, tienen derecho a votar en las elecciones federales.

Es libre, porque se ha de emitir de acuerdo con la preferencia que cada ciudadano tenga respecto de un partido político o de un candidato.

Es secreto, porque cada ciudadano tiene el derecho de votar sin ser observado cuando marque la boleta respectiva y la doble para depositarla en la urna correspondiente.

Es directo, porque la elección la hacen los ciudadanos sin intermediarios de ninguna especie.

Es personal, porque el elector debe emitir el voto por sí mismo y sin asesoramiento alguno.

Es intransferible, porque el elector no puede transmitir a otra persona su derecho a votar.

De igual forma, el voto no solo sirve para elegir autoridades, que es en definitiva su consecuencia visible e inmediata, sino también para sostener la democracia. El día de la elección cada votante está cumpliendo con una función pública constitucional.

A efecto de preservar estas decisiones políticas y jurídicas fundamentales, se requiere tipificar como delitos electorales aquellas conductas que atentan contra los principios rectores de la función electoral y específicamente contra las características que debe reunir el voto para su efectividad.

Como les comentaba anteriormente, las denuncias más sonadas durante un proceso electoral son la compra de votos, así como el condicionar la entrega de los apoyos sociales a cambio del votar por un determinado candidato.

Ante este tipo de denuncias muy recurrentes en cada elección, se hace necesario, que se modifique nuestra legislación penal en materia electoral, con el fin de que se sancione a aquellas personas que pretendan condicionar el voto personal a cambio de cualquier tipo de paga, dadiva, promesa de dinero u otra contraprestación, eso en una sociedad moderna no lo podemos permitir

Así mismo, la ciudadanía debe conocer de antemano que va existir algún tipo de sanción para aquellas personas que se sorprendan realizando ese tipo de actos; resultando altamente probable, que este factor pueda contribuir a inhibir la comisión de esa conducta ilícita.

Con la implantación de mecanismos en materia de justicia penal electoral como los que hoy se proponen, para frenar o disminuir el condicionamiento del voto, se está realizando implícitamente una intensa campaña y promoción de participación ciudadana activa en materia electoral; que tienda de forma importante al fomento de una verdadera cultura cívica; para que de esta manera la voluntad popular pueda ser expresada con carácter genuino y transparente.

De aprobarse las modificaciones que hoy se presentan, sin lugar a dudas se estará contribuyendo en gran medida en la inhibición de la comisión de delitos electorales, referentes al condicionamiento del voto.

Pues de modificarse el código penal como se solicita, se podría sancionar no solamente a quien condicione los votos de otras personas en cualquier proceso electoral, sino a quien pretenda condicionarlos para sí mismo o para otra persona o grupo de personas, a cambio de cualquier tipo de paga, dádiva, promesa de dinero u otra recompensa.

Así mismo, con esta reforma se abonaría a generar credibilidad en las instituciones encargadas de realizar los procesos electorales como aquellas que se encargan de sancionar las conductas ilegales en materia electoral.

En resumen, la reforma que hoy se propone tiene, como ya se ha expuesto, el objetivo ineludible de salvaguardar la libertad de emitir el voto por parte de los ciudadanos, sin que exista ningún tipo de coacción, eliminando con ello la impunidad de los actos contra el sufragio efectivo, y en consecuencia, lograr que la manifestación de la voluntad soberana de los gobernados sea real y efectivamente respetada.

Cabe hacer mención que en el año 2014, se reformó a nivel nacional la Ley General en materia de delitos electorales, quedando sancionada la compra de votos de una manera similar a la propuesta que hoy se está sometiendo a consideración de este órgano legislativo y que considero es importante quede tipificada en nuestro Código Penal Estatal, a fin de darle certeza y seguridad a los electores.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, una vez analizada la Iniciativa, mediante la cual se pretende reformar el Art. 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de modificar el tipo penal de inducción al soborno de votos, consideramos no procedente dicha reforma en virtud de las siguientes consideraciones:

El Art. 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala las facultades del Congreso de la Unión en materia legislativa, y en la fracción XXI de dicho Art. señala que es facultad de la Federación emitir leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y las sanciones entre otras materias, en materia electoral.

En virtud de lo anterior, no omitimos señalar que con fecha 23 de mayo del 2014, el Presidente Enrique Peña Nieto, publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General en Materia de Delitos Electorales.

Por lo anterior, y como es de observarse, toda vez que corresponde a la Federación la facultad legislativa de expedir leyes en materia de delitos electorales, este Congreso, se encuentra impedido legalmente para legislar en delitos de materia electoral. 

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN.

ARTÍCULO UNICO.- Se considera improcedente la reforma a la fracción IX del Art. 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de noviembre de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
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	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 30 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Nuestra Constitución Local como la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, establecen un régimen de responsabilidades que busca tutelar el correcto y cabal desarrollo de la función administrativa de los servidores públicos tanto estatales como municipales, así como establecer en favor de los ciudadanos, principios rectores de la función pública que se traducen en una garantía a favor de gobernados y servidores públicos, para que estos se conduzcan con apego a la legalidad y a los principios de honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el servicio público.

Sin lugar a dudas, la existencia de sistemas de control de la Administración Pública es indispensable para la eficiencia y buen funcionamiento de cualquier régimen democrático.

El artículo 52 de la ley de responsabilidades de los servidores públicos, actualmente describe veinticuatro obligaciones consideradas como mínimas para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño del empleo, cargo o comisión de todo servidor público. Este artículo señala, además, que el incumplimiento de cualquier de esas veinticuatro obligaciones daría lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, según la naturaleza de la infracción en que incurra, sin perjuicio de sus derechos laborales.  

Entre las obligaciones que se señalan que deben cumplir los servidores públicos tanto estatales como municipales encontramos: 

a) Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión;

b) Utilizar los recursos que tenga asignados para el desempeño de su empleo, cargo o comisión;

c) Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o comisión, conserve bajo su cuidado;

d) Observar buena conducta;

e) Abstenerse de efectuar cualquier práctica discriminatoria; 

f) Desempeñar su empleo, cargo o comisión, sin obtener o pretender obtener beneficios adicionales a las contraprestaciones comprobadas. 

Los expertos en el tema de responsabilidades administrativas, consideran que el articulo 52 al que me he venido refiriendo así como gran parte de la ley de responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales, es muy completa en cuanto a la descripción de las conductas a las que están obligados a observas los servidores públicos, el problema se enfrenta en la forma en que está redactado el artículo 54, que es precisamente el motivo de esta iniciativa de reforma.

En efecto, la forma en que está redactado el artículo 54 fomenta por completo la cultura de la no denuncia, pues desanima por completo al ciudadano de presentar una denuncia contra algún funcionario estatal o municipal, ya que se le pide que además de presentar su denuncia, que esta deberá ser ratificada con la leyenda “bajo su más estricta responsabilidad” y deberá acompañarla de las pruebas o elementos probatorios suficientes, que sustenten la conducta denunciada.

Como podemos apreciar, en la forma y con las exigencias que establece el artículo 54 de la ley de responsabilidades de servidores públicos estatales y municipales, difícilmente los ciudadanos se van a animar a presentar las quejas o denuncias en contra de estos funcionarios, primeramente porque exige al ciudadano todos los elementos de prueba, cuando sabemos por experiencia internacional y nacional, que nunca las tendrá pues la desigualdad en la información es una característica elemental entre la burocracia y la ciudadanía. En segundo Lugar difícilmente los ciudadanos se van animar a presentar una denuncia contra un funcionario, pues se exige que quien se atreva a denunciar lo tendrá que hacer bajo su más estricta responsabilidad, dándole a entender al ciudadano que en el caso de que no se pudiera sostener su denuncia, será objeto de algún tipo de sanción.

Por tal motivo el día de hoy presento esta iniciativa, que pretende reformar el artículo 54 de la ley de responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales, con el fin de que  el ciudadano sienta la plena seguridad y tranquilidad de que en caso de que presente una denuncia en contra de un funcionario público, esta será estudiada y si hay los elementos de juicio necesarios, se procederá en contra del servidor público que haya cometido la infracción, además de que no tenga la preocupación para el caso de que la denuncia no prospere de que será objeto de algún tipo de responsabilidad o sanción.

Compañeras y compañeros diputados con esta reforma, se pretende además incentivar la cultura de la denuncia de una manera responsable por parte de la ciudadanía, invitar a los servidores públicos de los dos niveles de gobierno, a desarrollar esfuerzos honestos y contundentes para hacer mejor su trabajo.   

Cabe señalar, que en otros estados de la república, se promueven mecanismos como el internet o una simple llamada telefónica, privilegiando el anonimato del ciudadano que interpone una denuncia,  

Sin lugar a dudas, un mejor gobierno siempre será producto de la participación activa de la sociedad. Como legisladores debemos propiciar las herramientas legales necesarias, para que dicho objetivo se cumpla.

TERCERO.- El derecho administrativo, tiene entre sus ramas el Derecho Administrativo Sancionador, que tiene como finalidad mantener el orden del sistema y reprimir por los medios coactivos, aquellas conductas contrarias a las políticas de un ente estatal. La doctrina define el poder sancionador dado a la administración, como aquel en virtud del cual puede imponer sanciones a quienes incurran en la inobservancia.

El derecho administrativo, como una rama del derecho, debe estar orientado a garantizar los derechos fundamentales de la persona, en el procedimiento administrativo sancionador es fundamental para garantizar el respeto de los derechos del investigado, convirtiéndolo dentro de este procedimiento en un sujeto de derecho, en vez de un mero objeto al servicio del Estado.

Por lo anterior, como se señala actualmente en el Artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de respetar los derechos del imputado, es necesario, que quien denuncia, como se señala, lo haga bajo su más estricta responsabilidad, y ofreciendo las pruebas correspondientes, de igual manera, es necesario que las denuncias o quejas anónimas o no ratificadas, no produzcan ningún efecto, toda vez que el darles algún valor significaría la posibilidad de que el sujeto investigado fuera objeto de un procedimiento violatorio de sus garantías a la legítima defensa y al debido proceso al no conocer quién o por que le imputa determinada conducta.

Por lo anterior, quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, una vez analizada la Iniciativa que pretende reformar el Artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, consideramos improcedente dicha reforma que tiene por objeto el eliminar la responsabilidad de quien denuncia y el otorgar cualquier tipo de valor a la denuncia anónima en perjuicio del funcionario público señalado.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN

ARTÍCULO UNICO.- Se considera no procedente la reforma al Artículo 54 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de noviembre del 2015.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

(SECRETARIA) 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz" del Partido Revolucionario Institucional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 del mes de octubre del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz" del Partido Revolucionario Institucional; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 104, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz" del Partido Revolucionario Institucional, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El infanticidio es una figura penal que actualmente causa conmoción pues el sujeto pasivo del delito lo es el infante, actualmente a contrario de las figuras como parricidio o feminicidio, el infanticidio contiene una pena atenuada.

Existen diferentes teorías en cuanto al infanticidio, muchos juristas determinan que debe tipificarse y tomar como sujeto activo a cualquier  persona, debiendo dar una penalidad alta, muy similar a la que se determina cuando ocurre el feminicidio.

El infanticidio tiene en algunos países de américa latina una penalidad  de cadena perpetua, mas sin embargo en el Estado de Coahuila, comete el delito de infanticidio el padre o la madre que priven de la vida a su hijo por motivos que se consideran como graves, siendo la penalidad que se le atribuye a este delito de uno a seis años de cárcel.

El razonamiento principal por el cual proponemos la presente modificación, es el que concordamos con la opinión  de diversos especialistas en la materia  que han determinado que la madre como sujeto activo  durante el parto y posterior al parto, se puede encontrar  bajo la influencia del estado puerperal, no es posible determinar  la duración del estado puerperal, algunos consideran que  dura hasta unos dos meses.

El influjo que esta situación fisiológica tiene sobre  la mujer es que desarrolla  diversos grados  de trastornos, depresión, exaltación, sufrimiento, angustia, inestabilidad, lo que las hace susceptibles a una emoción violenta; Citando a  Zaffaroni el señalaba que : “El infanticidio es un delito muy raro en los centros urbanos, que por regla general ocurre en el interior del país. Quienes lo cometen son mujeres de muy escasa instrucción (...), en otros casos de condicionamiento cultural de aislamiento, muy escasa capacidad de expresarse, de comunicarse y que tienen partos en soledad, en baños y los restos van a dar a pozos ciegos”.

Esta situación señalada por Zaffaroni pareciera que es de aplicarse en nuestro entorno, pues existen actualmente en Coahuila condiciones precarias  en donde muchas mujeres desarrollan una conducta  agresiva, razón por la cual creemos que el delito de infanticidio con una reducción de la pena tiene que seguir presente en nuestra legislación local.

Dado el razonamiento expuesto anteriormente, creemos que el sujeto activo únicamente debe ser la madre y no el padre, quien no tiene una justificación de ningún tipo que le permita en caso de asesinar a un niño, el que aplique una corta penalidad de uno a seis años como lo marca el código penal de Coahuila.

TERCERO.- Una vez analizada la propuesta de reforma al artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, quienes aquí dictaminamos, los integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos, consideramos que de la exposición de motivos, en ningún momento se justifica que se exonere a la figura del padre en la comisión del delito de infanticidio, toda vez que también el padre puede encontrarse por cualquier motivo bajo trastornos de depresión, exaltación, sufrimiento, angustia e inestabilidad, y que pueda hacerlo reaccione de forma violenta en contra de su producto recién nacido, si bien es cierto, el delito de infanticidio es uno de los delitos de menor incidencia en el Estado, ello no garantiza, como señala el ponente que no existan las condiciones precarias en que tanto el papá como la mamá, puedan desarrollar una conducta agresiva en contra del hijo recién nacido, por ello, consideramos improcedente la propuesta de reforma al artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN.

ARTÍCULO UNICO.- Se considera no procedente la reforma al artículo 356 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Georgina Cano Torralva (Coordinadora),  Dip. Claudia Elisa Morales Salazar (Secretaria), Dip. Martha Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de noviembre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Desarrollo Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional; “Con objeto de que esta Diputación permanente, por conducto de la Comisión de Desarrollo Social, analice el proceder de la Secretaría de Desarrollo social del Estado, al considerar ésta, que los padrones beneficiarios, así como otros datos similares son información confidencial. Asimismo, que analice si dicha Secretaría está cumpliendo con todas las disposiciones de la Ley de Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza, y, 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, el día 7 del mes de Julio del presente año, se acordó turnar a esta comisión de Desarrollo Social, la Proposición a la que se ha hecho referencia. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Desarrollo Social, la proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; “Con objeto de que esta Diputación permanente, por conducto de la Comisión de Desarrollo Social, analice el proceder de la Secretaría de Desarrollo Social del Estado, al considerar ésta, que los padrones de beneficiarios, los nombres de las personas encargadas de entregar los recursos de los programas sociales, así como otros datos similares son información confidencial. Asimismo, que analice si dicha Secretaría está cumpliendo con todas las disposiciones de la Ley de Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza, y,
CONSIDERANRDO
PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 82, 96, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO.- Que la proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; “Con objeto de que esta Diputación permanente, por conducto de la Comisión de Desarrollo Social, analice el proceder de la Secretaría de Desarrollo Social del Estado, al considerar ésta, que los padrones de beneficiarios, los nombres de las personas encargadas de entregar los recursos de los programas sociales, así como otros datos similares son información confidencial. Asimismo, que analice si dicha Secretaría está cumpliendo con todas las disposiciones de la Ley de Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza”, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:
“El artículo 134 Constitucional, establece:
........Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estudios, los municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados……

Por su parte, la Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza, reproduce estas disposiciones en el artículo que se lee:

Artículo 171. Los recursos económicos de que dispongan el Estado, los municipios, los organismos públicos autónomos y las entidades paraestatales y paramunicipales, se  administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, para satisfacer los objetivos a que estén destinados.

La Ley General de Desarrollo Social, dispone:

Artículo 3. La política de Desarrollo Social se sujetará a los siguientes principios:

……….

IX. Transparencia: La información relativa al desarrollo social es pública en los términos de las leyes en la materia. Las autoridades del país garantizarán que la información gubernamental sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz…

Artículo 41. Los gobiernos de las entidades federativas instituirán un sistema de planeación del desarrollo social; formularán, aprobarán y aplicaran los programas de desarrollo social respectivos, en los términos de la Ley de Planeación y de esta Ley, y, de manera coordinada con el Gobierno Federal, vigilarán que los recursos públicos aprobados se ejerzan con honradez, oportunidad, transparencia y equidad.

Asimismo, la Ley de Desarrollo Social para el Estado de Coahuila, establece:
Artículo 6. La Política de desarrollo social en el Estado, se sujetará a los siguientes principios:

………

Transparencia: la información relativa al desarrollo social es pública en los términos de las leyes en la materia. La secretaría garantizará que la información gubernamental sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz.

Artículo 8. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá lo siguiente:

…….

Beneficios: Aquellas personas que forman parte de la población atendida por los programas de desarrollo social que cumplen los requisitos de la normatividad correspondiente;

…….

Padrón: relación oficial de beneficiarios que incluye a las personas atendidas por los programas federales de Desarrollo Social cuyo perfil socioeconómico se establece en la normatividad correspondiente…

Artículo 33. El sistema de información que tendrá la secretaría de Desarrollo Social se compondrá con lo siguiente:

I. Un mapa de pobreza del Estado y de los Municipios, que desglosara, las características de la pobreza y marginidad y la cantidad de personas que requieren de apoyo para su desarrollo;

II. La lista de los Programas Federales, Estatales y Municipales con la respectiva ubicación geográfica de su aplicación;

III. La lista del padrón de beneficiarios de los programas Federales, Estatales y Municipales;

IV. El padrón de las personas que son atendidas a través de la resistencia social y las que son incorporadas a los Programas de Desarrollo Social;

V. Las reglas de operaciones de los programas de desarrollo social con el objetivo de que sirvan como base de datos para los procesos de evaluación….

Para finalizar, la Ley de Acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en la materia ya señalada, lo que se lee a continuación:

Artículo 21. Las entidades públicas deberán mantener impresa para consulta directa y difundir, en su caso, a través de medios electrónicos la siguiente información:

…….

XI. los planes, programas o proyectos con los indicadores de gestión, de resultado y sus metas, que permitan evaluar su desempeño, por unidad responsable;

XII. un listado con los servicios que ofrece, que incluya los trámites, tiempos de respuesta, requisitos, objetivo y formatos para acceder a ellos, así como información sobre la población o sector a quien vayan dirigidos….

…….

XV. los programas de subsidio, estímulos y apoyos que ofrece, incluyendo el diseño, ejecución, montos asignados, criterios y requisitos para acceder a éstos, en su caso, las reglas de operación, así como la unidad administrativa responsable de la entrega;

XVI. los nombres de los beneficiarios de los programas de subsidio, estímulo y/o apoyos otorgados;

XVII. listado de personas físicas o morales a quienes, por cualquier motivo, se les entregue o permita usar recursos públicos, incluyendo, en su caso, montos, criterios y convocatoria; 

XIX. un listado de las instrucciones de beneficencia que reciban recursos públicos del sujeto obligado…

Atentos a las disposiciones señaladas, la Secretaría de Desarrollo Social de la entidad, ante una solicitud de información, identificada bajo el folio: 00282815, de fecha 28 de mayo del presente; donde los solicitantes piden entre otras cosas la siguiente:
I. Lista de beneficiarios del Programa Social Alimentario en el Estado de Coahuila de Zaragoza, identificados por colonia y dirección, así como los nombres de las personas encargadas de la entrega…y;

II. En atención a que se han entregado apoyos del programa alimentario en  domicilios particulares, se solicita la lista de domicilios, así como los nombres de las personas o gestores sociales encargados de entregar dichos beneficios….

La respuesta de la SEDESO fue la que podemos leer enseguida:

En cuanto al punto 4 de su solicitud, me permito informarles que de conformidad con los artículos 67 y 68 fracción I de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la información solicitada contiene datos personales confidenciales que los particulares entregan a esta dependencia como resultado de una obligación establecida en las Reglas de Operación del Programa Alimentario y del ejercicio de las funciones propias de esta Secretaría, mismos que deberán contar previamente con el consentimiento por escrito del titular de los datos para su difusión, por lo que se encuentra protegida de oficio. En este sentido se pone a su disposición la versión pública de la información. Dispondrán de la información en el citado numeral 4, en forma impresa en ocho mil doscientos cuarenta y un fojas útiles debidamente certificadas, habiendo acreditado ante esta Secretaría de Desarrollo Social, haber realizado el pago de derechos en las instituciones de crédito, establecimientos autorizados o en las oficinas recaudadoras de rentas del Estado, de conformidad con el artículo 161 fracción II de la ]Ley de Hacienda del Estado para el Ejercicio 2015, que contempla una tarifa de $40.00 (Cuarenta pesos 00/100)
Por los que refiere al numeral 5 de su solicitud, me permito informarle que los domicilios particulares donde se reporten los apoyos alimentarios, así como la lista de las personas autorizadas o gestores autorizados para repartir los apoyos en esos domicilios, la información solicitada contiene datos personales confidenciales que los particulares entregan a esta dependencia como resultado de una obligación legal y de los cuales sus titulares han manifestado expresamente el que no se divulguen, comercialicen, difundan o publiquen, por lo que de conformidad con los artículos 67 y 68 fracción I de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo cual se considera información confidencial en términos de la Ley.

Considerar como información confidencial lo señalado vulnera todas la disposiciones de la Constitución Federal, de la similar del Estado de Coahuila, y de las leyes de desarrollo social y de acceso a la información del estado y de la federación.

El argumento de la SEDESO, al afirmar que lo solicitado en los puntos 4 y 5 de la solicitud es información confidencial, es una interpretación errónea y a la medida de sus intereses; ya que de acuerdo al mismo ordenamiento sólo es información confidencial la que:

Artículo 68. Se considerará como información confidencial:

I. Los datos personales que requieran del consentimiento de las personas para su difusión, distribución o comercialización y cuya divulgación no esté prevista en  una ley;

II. La protegida por los secretos comercial, industrial, bancario, fiscal, fiduciario, médico y profesional; y

III.  La información protegida por la legislación en materia de derechos de autor o propiedad intelectual. 

IV. Artículo 69. La información que entreguen los particulares a las dependencias es considerada pública. Los servidores públicos que la reciban, la gestionen, la administren o resguarden, deberán en todo momento proteger los datos personales en términos de la normatividad aplicable.

Artículo 70. No se considerará como información confidencial: 

I. Aquella que se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público, en cuyo caso se le hará saber al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar esta información; y

II. La que por Ley tenga el carácter de pública

Así las cosas, y en atención a la fracción I del artículo 68, se trata de información de carácter público.

Además, de acuerdo al artículo 70, fracción I; es información pública la solicitada en relación al artículo 21 de la misma ley.

Grave resulta el imaginar que si la SEDESO tiene la razón, entonces el sistema de desarrollo social y la lucha de quienes han pugnado por su transparencia se vendía abajo, ya no tendría caso andar conformando planes de blindaje, ni comisiones de vigilancia del uso de los programas sociales durante los procesos electorales, ya que, de acuerdo a estos erróneos criterios de la SEDESO, los datos de mayor interés para la ciudadanía y los partidos serían confidenciales, dando al traste con cualquier intento de transparentar el uso de estos recursos y combatir su utilización como herramienta de coacción electoral.

TERCERO.- Una vez estudiada la referida Proposición con Punto de Acuerdo, es oportuno señalar, que esta Comisión Dictaminadora, no tiene atribuciones legales para analizar el proceso de la Secretaría de Desarrollo Social en el Estado, con relación a la clasificación que le ha dado la información señalada en el instrumento legislativo objeto del presente Dictamen. 

Lo anterior resulta de esta manera, ay que la entidad faculta para determinar si la clasificación de la información es la correcta, es el órgano garante de transparencia en el Estado, que resulta ser el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, en la entidad.

Como se advierte del análisis de la propia proposición con Punto de Acuerdo, ya se ha iniciado un procedimiento mediante el cual se solicitó la información que ahí se detalla, en caso de que no se esté conforme con la respuesta que ahí  se dio, la ley establece la posibilidad de presentar una serie de recursos dentro del mismo procedimiento, con la finalidad de obtener la referida información, por lo que se deberá estar a lo resuelto por dicho órgano constitucional autónomo.

Es por ello, que en razón de lo anterior, quieren aquí dictaminamos consideramos improcedente la solicitud planteada en la proposición con Punto de Acuerdo que aquí se analiza, por lo que se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno del Congreso el siguiente;

DICTAMEN

ÚNICO.- se considera improcedente la Proposición con Punto de Acuerdo presentada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez. Conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, “con objeto de que esta Diputación Permanente, por conducto de la comisión de Desarrollo Social, analice el proceder de la Secretaría de Desarrollo Social del Estado, al considerar ésta, que los padrones de beneficiarios, los nombres de las personas encargadas de entregar los recursos de los programas sociales, así como otros datos similares son información confidencial. Asimismo, que analice si dicha Secretaría está cumpliendo con todas las disposiciones de la Ley de Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza”, por las razones contenidas en el presente Dictamen.
Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, (coordinadora), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (secretaria), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras, Dip. Shamir Fernández Hernández y Dip. José Ricardo Saldivar Vaquera. En la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 20 de Octubre de 2015
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ACUERDO de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo “En la que se plantea requerir al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y al Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema Penal, un informe detallado sobre los avances en materia de capacitación de jueces, defensores de oficio y personal del Poder Judicial del Estado, así como abogados particulares y demás; en lo referente a la creación de las salas especiales para llevar a cabo este tipo de procesos”, presentado por el  Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 19 de agosto del año en curso, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 182 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos y aplicables  de la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente Acuerdo dictado por la Presidencia de la Diputación Permanente del Congreso.

SEGUNDO. Que la mencionada Proposición con Punto de Acuerdo “En la que se plantea requerir al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y al Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema Penal, un informe detallado sobre los avances en materia de capacitación de jueces, defensores de oficio y personal del Poder Judicial del Estado, así como abogados particulares y demás; en lo referente a la creación de las salas especiales para llevar a cabo este tipo de procesos”, se basa  entre otras en las consideraciones siguientes:

En fecha 21 de julio del presente fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el acuerdo C-179/2015 del Consejo de la Judicatura de Coahuila, que versa sobre la implementación gradual de los juicios acusatorios orales en la entidad, bajo la vigencia del Código Nacional de Procedimientos Penales, esto en los Distritos Judicial de Sabinas, Río Grande, Torreón y San Pedro.

En base a lo anterior, cabe recordar que la aplicación de la primera etapa del sistema penal acusatorio comenzó en el Distrito Judicial con cabecera en Monclova, Coahuila de Zaragoza.

El Acuerdo de referencia, si bien explica algunos detalles de la implementación, se refiere a aspectos generales de fecha, plazos y otros. No habla de cifras, como la cantidad de jueces y miembros del Poder Judicial capacitados para este tipo de juicios, de agentes del Ministerio Público, policías ministeriales, defensores de oficio y abogados particulares, así como policías preventivos. 

Tampoco menciona los logros y avances en la creación de las salas y la infraestructura necesaria para este tipo de procesos. 

Por su parte, la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece:

Artículo 6. El Consejo de Coordinación es la máxima instancia de coordinación para la implementación del Sistema en el Estado y tiene por objeto analizar, establecer y definir la política, estrategias y acciones de colaboración y coordinación necesarias para implementar el Sistema en los términos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 7. En el cumplimiento de su objeto, el Consejo de Coordinación promoverá ante los tres Poderes del Estado y demás autoridades e instituciones que intervengan en la implementación de Sistema:    

I. 
La planeación del proceso general para la implementación del Sistema en el Estado; 

II. 
Las metas, estrategias, objetivos, acciones y proyectos que se deriven del Plan Rector; 

III. 
La integración de comités, grupos de trabajo o cualquier otra instancia que puedan contribuir con información, propuestas u opiniones para la integración de los trabajos vinculados con la implementación del Sistema; 

IV. 
La revisión del marco jurídico en sus diversos órdenes, y 

V. 
Las demás acciones que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto. 

Atentos a lo señalado y al hecho de que el estado recibe cada año una importante suma de dinero del gobierno federal para la implementación de este sistema, es que debemos conocer los pormenores en los avances de los tema ya descritos.

TERCERO.- Que al reconocer los importantes avances que se han logrado en lo concerniente a la implementación del Sistema Penal Acusatorio y Oral en el Estado, esta Comisión Dictaminadora estima que sería conveniente disponer de información relacionada con los datos a que se refiere la Proposición con Punto de Acuerdo que se dictamina, ya que esto permitiría conocer con mayor claridad dichos avances y, consecuentemente, apreciar en mejor forma su trascendencia en el mejoramiento de la administración de justicia para el bien de los coahuilenses.

Que por la relevancia del tema a que se refiere lo planteado en este caso y por las consideraciones antes expuestas, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, encargada de conocer y resolver sobre este asunto, estima procedente someter a la consideración y, en su caso, aprobación del Pleno del Congreso, el siguiente:

A C U E R D O

ÚNICO.- Formúlese una atenta solicitud al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial y al Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal en el Estado, que se proporcione al Congreso del Estado un informe sobre los avances en materia de capacitación de jueces, defensores de oficio y personal del Poder Judicial del Estado, así como abogados particulares y demás, así como en lo referente a la creación de Salas Especiales para llevar a cabo este tipo de procesos. 
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Francisco Tobias Hernández (Coordinador), Dip Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de Noviembre de 2015.
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ACUERDO de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo “Con objeto de que mediante esta Comisión se envíe al Poder Judicial del Estado un extrañamiento en el que se plasme el total desacuerdo en cerrar los Juzgados en Primera Instancia de lo Civil y Familiar de los municipios de Matamoros, Francisco I. Madero y Allende”, presentado por el  Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria, “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 de mayo del año en curso, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 182 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos y aplicables  de la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente Acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo “Con objeto de que mediante esta Comisión se envíe al Poder Judicial del Estado un extrañamiento en el que se plasme el total desacuerdo en cerrar los Juzgados en Primera Instancia de lo Civil y Familiar de los municipios de Matamoros, Francisco I. Madero y Allende”, presentado por el  Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria, “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila, se basa  entre otras en las consideraciones siguientes:

El pasado 20 de abril de 2015, el Consejo de la Judicatura acordó desaparecer los Juzgados de Primera Instancia en Materia Civil y Familiar de los municipios de Allende, Matamoros y Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza.

El argumento fundamental para tal decisión fue, que la carga de trabajo en esos juzgados es muy inferior al promedio de los otros, por lo que, su mantenimiento es demasiado oneroso y ya no es justificable sostenerlos.

Además, señalaron como fecha límite para recibir demandas en esos juzgados – Matamoros, Francisco I. Madero y Allende – el día 30 de abril de 2015 por lo que desde el jueves de la semana pasada ya no se atiende a los ciudadanos.

En su informe de actividades 2013, hago un paréntesis para denunciar el incumplimiento de la Ley de Transparencia del Estado de Coahuila de Zaragoza, por no encontrarse publicado el informe 2014 que es en el que, supongo, fundamentaron sus argumentos. Cierro paréntesis.

En el páginas 18 a la 30 del Informe Anual de Actividades Año Judicial 2013 podemos apreciar una serie de 40 tablas con las estadísticas de casos tratados por rubro en cada una de las instancias del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

En ellos podemos apreciar que no se encuentra un desglose pormenorizado de los casos tratados en cada uno de los Juzgados de Primera Instancia, incluso ni en cada uno de los Tribunales Distritales, por lo que es imposible saber cuántos casos atienden cada uno de ellos.

Cabe, por lo tanto, la pregunta de ¿Cuál es el promedio de casos o demandas que atiende cada uno de ellos?

Más aun, para que sean equiparables las comparaciones, el promedio a utilizar debiera ser un promedio ponderado o indexado a la población que atiende, así como también considerar, las distancias promedio que recorren los ciudadanos de sus centros de población a donde se encuentra ubicado el juzgado, el tiempo y el dinero que invierten.

Lo anterior es un simple análisis, es seguro que encontraremos otras variables que debemos ponderar tanto para decidir su apertura como su cierre.

Otro dato que no se encuentra desglosado en los informes del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, es cuanto nos cuesta cada una de las instancias de las que se compone. Por lo tanto, es preciso cuestionar ¿Qué entiende el Consejo de la Judicatura por “demasiado oneroso”? ¿En qué parámetros fundamenta su dicho y contra quién la compara?

Lamentablemente no tenemos los datos, por lo tanto, no podemos avalar los argumentos del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y en el caso de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila, además, de no estar de acuerdo con esa decisión la reprobamos como tal.

Lo que si tenemos claro, e irrebatible, así como aceptado por el propio Magistrado Presidente Gregorio Alberto Pérez Mata, es que el Poder Judicial invirtió ilegal e indebidamente 90 millones de pesos en la institución financiera popular FICREA, S. A. de C. V; S.F.P.

Que dicho sea de paso hasta estos momentos el Magistrado Presidente no ha transparentado, primero los motivos del por qué especular con recursos públicos, si es de todos conocidos que está prohibido para las entidades públicas; segundo por qué en esa financiera de sociedad popular que también tenemos prohibido invertir en ellas.

Pero ese no es el punto principal a tratar, ya que se ha abordado en esta tribuna en numerosas ocasiones, así como en el Congreso de la Unión. Pero, para no ser incongruente con mi decir las enumero en al Anexo que se acompaña esta proposición con punto de acuerdo.

Como lo podemos apreciar al menos en siete ocasiones, en cuatro meses se ha debatido en esta máxima tribuna del Estado, el caso FICREA V.S. Poder Judicial.

Así mismo, el Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con su actitud, no sólo le falta el respeto al Poder Legislativo, sino a la ciudadanía en general; primero, al retrasar la información solicitada por más de dos meses, en segundo lugar, al clasificarla como reservada.

También incrementa el “sospechosismo” sobre las intenciones ocultas, y hasta hoy no trasparentadas del porque invertir esa cantidad en esa financiera social, con pleno conocimiento de que se estaba cometiendo una irregularidad.

Pero volvamos al tema que nos ocupa, con base en lo enunciado, es claro que 90 millones de pesos no es cualquier cosa, es el 17.74 por ciento del presupuesto asignado al Poder Judicial, casi la quinta parte, suficiente para restarle operatividad y margen de maniobra.

Esta es la causa, y no la poca o escasa carga de trabajo que se presume. En la fracción parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila lo tenemos claro, a pesar de las declaraciones del Lic. Gregorio Alberto Pérez Mata, a los medios de comunicación, de que este déficit de 90 millones de pesos no afecta la operación del Sistema Judicial.

Si el argumento del Presidente Magistrado fuera cierto, surge la pregunta ¿Sino afecta, por qué solicitar 90 millones extra de presupuesto?

Una cuestión más, al final de la Legislatura pasada fue aprobado el Presupuesto de Egresos 2015, se supone que el presupuesto aprobado es el que cubre las necesidades anuales de operación de cada una de las dependencias y poderes, por lo que el gasto o costo de los Juzgados de Primera Instancia de lo Civil y Familiar, de Matamoros, Francisco I. Madero y Allende ya está previsto.

Entonces ¿Por qué cerrarlos? ¿Cómo va a justificar ese recurso previsto y no devengado el Poder Judicial?

En definitiva el Poder Judicial va contra corriente de la política e incluso de lo que profesa en su portal de Internet: “El Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila, tiene un cometido esencial: acercar su diaria tarea jurisdiccional al común de la gente, de una manera diáfana y sencilla, con el propósito de que la Justicia deje de ser algo etéreo y distante ...” 

El contrasentido de la decisión del Consejo de la Judicatura se reafirma con el informe realizado por el Centro de Investigaciones y Docencia Económicas (CIDE) entregado a la Presidencia de la República, en la que el propio Enrique Peña Nieto reconoce que la justicia cotidiana "está hoy rezagada, olvidada y en muchos de los casos rebasada", y además "suele ser excluyente, lenta, compleja y costosa". 

Continua la cita: "Cuando la justicia es inaccesible o poco útil, se generan espacios de ilegalidad e impunidad, de corrupción y abuso", estas son las palabras de Peña Nieto en el Museo Nacional de Antropología, en las que aseguró que México tiene un "desafío estructural" en materia de justicia cotidiana. "Ha llegado el momento de cambiar las cosas", reconoce. También, precisa que el análisis del CIDE ha sido el primer paso para encontrar soluciones de fondo.

Además, el Magistrado Presidente, minimiza o no le importa en lo más mínimo, porque no creo que desconozca, que la gente no confía en las instituciones encargadas de procurar la justicia, ni en los juzgados, por lo que su decisión poco abona a un cambio de percepción de la ciudadanía.

Somos el segundo país con mayor impunidad, somos el país con los mayores índices de corrupción, me parece inimaginable que no hayan considerado estas aristas en su análisis para tomar tan desafortunada decisión.

En su artículo titulado “La Justicia de todos los días, la inútil”, publicado el día 28 de abril de 2015 en el periódico Excélsior, Jorge Fernández Menéndez, redacta como en Colombia, primero reconocieron que el pueblo se refugiaba con los grupos delincuenciales, por no confiar en el sistema de justicia, por lo que la solución encontrada fue primero recuperar esa confianza.

Lo primero, fue hacer realidad las premisas de la justicia, al hacerla realmente  expedita, eficiente, equitativa e igualitaria; pero sobre todo, cercana a la gente. Concentraron todas las instancias en un solo lugar: seguridad pública, ministerio público, juzgados, atención a víctimas y registro civil.

Dice Jorge Fernández “particularmente, para casos relacionados con lo civil, lo familiar y también lo penal. La idea es que la gente se alejara de las pandillas y los cárteles (también de la guerrilla) recuperando la confianza y la seguridad en la justicia. “
Continua diciendo: “Para eso había que solucionar los temas con rapidez, en un solo lugar, donde la señora que no recibía la pensión alimenticia para su hijo, por ejemplo, pudiera ser atendida por un juez que solucionara inmediatamente el caso; que su vecina que había sido golpeada recibiera protección y asistencia (y también justicia);”.
En Colombia, lo entendieron, era indispensable estar cerca, no en la municipalidad, fueron más allá, llevaron todo el aparato de seguridad, prevención y justicia a los lugares con mayores índices de delincuencia. Pero aquí, nuestro ínclito Magistrado Presidente Gregorio Pérez Mata, actúa en sentido contrario.

Además de alejarse, de cargarle un costo adicional al ciudadano, porque el  presupuesto del Poder Judicial, también lo pagamos todos los ciudadanos, les endosa el costo de traslado, de movilidad de un lugar a otro, no sólo en dinero sino en tiempo. ¿Quién le va a pagar a un ciudadano de Viesca, Coahuila su costo de traslado, alimentos y tiempo, para ir hasta Torreón para solucionar sus problemas?

Máxime que los tribunales no están en la ruta o en un área a pie de carretera de los ciudadanos de Viesca y Matamoros.

Si tuviera un poco de dignidad el Magistrado Presidente, Gregorio Alberto Pérez Mata, ya hubiera renunciado al cargo por las violaciones inminentes a la Ley en el caso de haber especulado con 90 millones de pesos en una financiera popular, como lo es FICREA.

Pero como no la tiene, así como sensibilidad tampoco es razón suficiente para alimentar la desconfianza del pueblo en sus autoridades, esto es verdaderamente lamentable.

TERCERO.- Una vez analizada la propuesta contenida en el Punto de Acuerdo, mediante el cual se solicita se envíe un extrañamiento al Poder Judicial del Estado, en el que se plasme el total desacuerdo en el cierre de los Juzgados de Primera Instancia de lo Civil y lo Familiar en los municipios de Matamoros, Francisco I. Madero y Allende.

En virtud de lo anterior, es necesario señalar que el sentido de independencia de los poderes, se vincula estrechamente con la idea de Estado de Derecho, como uno de sus elementos esenciales, así las cosas, al señalar la independencia del Poder Judicial del Estado, extrae su significado más amplio, siendo éste el que la impartición de justicia no debe de estar supeditado al poder político.

En virtud de esta complejidad, de la independencia del Poder Judicial, su concepto implica una doble concepción. Por una parte, la independencia funcional, que refiere a la concepción valorativa de la independencia judicial, y por la otra parte, la independencia como garantía.

Así las cosas, es necesario señalar que el Poder Judicial como órgano autónomo e independiente, tiene las facultades, para crear y disolver los Juzgados de Primera Instancia o cambiar su circunscripción, lo anterior tan sencillo como observar lo dispuesto por los Artículos 30 y 5º de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, los cuales señalan textualmente:

ARTÍCULO 30.- En los distritos judiciales del Estado habrá los Juzgados de Primera Instancia en Materia Civil, Mercantil, Familiar, Penal, de Adolescentes, Especializados y Mixtos que autorice el Consejo de la Judicatura, atendiendo a las necesidades del servicio y a la disponibilidad presupuestal. 

Los Juzgados tendrán la residencia y jurisdicción territorial que acuerde el propio Consejo. 

ARTICULO 5o.- Para la impartición de la justicia, el Estado de Coahuila de Zaragoza se dividirá en distritos judiciales y demás circunscripciones necesarias, con base en la agrupación de sus municipios.

El Consejo de la Judicatura es la autoridad competente para determinar los distritos judiciales y las circunscripciones de acuerdo con las reglas siguientes:

I. Se fijarán para posibilitar el acceso a la justicia pronta, expedita y completa en beneficio del pueblo coahuilense.

II. Previa a la aprobación de la división judicial, el Consejo de la Judicatura pedirá la opinión de los ayuntamientos que formen parte del distrito o circunscripción de que se trate.  En ese caso, éstos deberán emitir su opinión dentro de los quince días naturales siguientes a aquél en que se haya recibido la petición.

Igualmente deberá solicitarse la opinión del pleno del Tribunal Superior de Justicia.

III. El Consejo de la Judicatura fijará los distritos judiciales y demás circunscripciones que exija el buen servicio de la impartición de justicia, una vez transcurrido el término precitado.

IV. La aprobación de los distritos judiciales y demás circunscripciones se mandarán publicar en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

V. Se podrá modificar el número de distritos y circunscripciones determinadas por el Consejo de la Judicatura, previo el procedimiento que establece este artículo.
En virtud de lo anterior, y toda vez que como se observa de la Ley expedida por este Congreso, la cual faculta al Poder Judicial por conducto del Consejo de la Judicatura, en modificar las circunscripciones de los juzgados, según las necesidades del propio Poder Judicial, resulta improcedente el enviar un extrañamiento por la inconformidad del ponente del Punto de Acuerdo.

Por lo anteriormente señalado, quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideremos pertinente emitir el siguiente:

ACUERDO

UNICO.- Por las consideraciones señaladas, se considera improcedente aprobar la proposición con Punto de Acuerdo que señala emitir un extrañamiento al Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Francisco Tobias Hernández (Coordinador), Dip Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de noviembre de 2015.
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ACUERDO de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura, relativo a un escrito mediante el cual solicitan a este Congreso la realización de un punto de acuerdo, en relación a la actuación del Juez Civil con residencia en San Pedro Coahuila, presentado por integrantes de la Central Campesina Cardenista y otros; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 del mes de marzo del año en curso, se trató lo relativo al oficio a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 182 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se dispuso que el susodicho escrito fuera turnado a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos y aplicables  de la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente Acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que el escrito mediante el cual solicitan a este Congreso la realización de un punto de acuerdo, en relación a la actuación del Juez Civil con residencia en San Pedro Coahuila, presentado por integrantes de la Central Campesina Cardenista y otros, se basa  entre otras en las consideraciones siguientes:

La Central Campesina Cardenista y los suscritos Pedro Herrera Soto, Presidente del Consejo de Administración de Usuarios de la Zona Aforador numero 15, La Rosita Flores Magon y delegado del Ejido Urquizo, Juan Manuel Vega Ortiz presidente del comisariado ejidal y delegado del Ejido Aquiles Serdan, Víctor Zapata Gallardo ejidatario y usuario del Ejido El Estribo, profesor Lorenzo Dávila Hernández, usuario del Ejido Concordia, Manuel Goytia Montemayor delegado en el Ejido la Rosita, Feliciano Díaz López, presidente del comisariado ejidal del poblado Doroteo Arango y Presidente de la Unión de Ejidos Lázaro Cárdenas de RI; S de SS; Matías Acevedo González delegado del Ejido San Ignacio; así como de los ejidos San Francisco de Arriba, Agua Nueva, Lázaro Cárdenas, Flores Magon, San Francisco de Gurza, San Pablo, Morelos y Pavón, San Luís de Gurza y la Esperanza, todos usuarios del Modulo de Riego XV ubicado en el Ejido La Rosita del municipio de San Pedro de las Colonias Coahuila. Solicitamos de manera urgente a este H. Congreso del Coahuila se proponga un punto de acuerdo para que se tomen medidas respecto de la actuación irregular al margen de toda legalidad del Juez Civil Lic. Carlos Santiago Charles Lozoya, del Juzgado de Primera Instancia en Materia Civil, del Distrito Judicial del Municipio de San Pedro de las Colonias y con residencia en la misma ciudad, ya que sin ser competente y distorsionando toda legalidad se pronuncia y emite acuerdos que lesionan gravemente la gobernabilidad del Municipio generando fuertes controversias y enfrentamientos entre los legítimos y derechosos delegado y usuarios del modulo citado, al emitir acuerdos en un expediente en el que la Comisión Nacional de Agua no es parte.

Asimismo, el Juez Civil Lic. Carlos Santiago Charles Lozoya, del Juzgado de Primera Instancia en Materia Civil, del Distrito Judicial del Municipio de San Pedro de las Colonias y con residencia en la misma ciudad, al margen de todo marco legal, aunado de que en el expediente en el que se actúa esta caducado por inactividad procesal, emite acuerdos a solicitud de la Comisión Nacional de Agua (sin ser esta Institución del citado juicio) generando una situación de ingobernabilidad y enfrentamientos, además, de que el Juzgado Civil, no es competente para resolver un asunto de administración y servicio de riesgo pues es una esfera que le corresponde a las autoridades federales por lo que;

Solicitamos de manera urgente, la intervención de este Primera Instancia de San Pedro se abstenga de seguir interviniendo de manera irregular y dolorosa y lesionando los derechos de los usuarios del Modulo de Riego XV, ubicado en el Ejido La Rosita.

TERCERO.- Una vez analizado el escrito de los integrantes de la Central Campesina Cardenista, mediante el cual solicitan de manera urgente que este H. Congreso se pronuncie en un Punto de Acuerdo, para que se tomen las medidas respecto de la actuación irregular al margen de toda legalidad del Juez Civil Lic. Carlos Santiago Charles Lozoya, del Juzgado de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial del Municipio de San Pedro de las Colonias, Coahuila de Zaragoza, ya que sin ser competente y distorsionando toda legalidad, se pronuncia y emite acuerdos que lesionan la gobernabilidad de ese municipio.

Visto lo anterior, es necesario señalar, que este Congreso es respetuoso de la independencia y autonomía de los Poderes del Estado, en el caso concreto del  Poder Judicial del Estado, que conforme a lo dispuesto en su propia Ley Orgánica, corresponde al Consejo de la Judicatura el llevar a cabo la investigación y fincar en su caso la responsabilidad a aquellos funcionarios del Tribunal Superior de Justicia que no cumplan con sus funciones dentro de la legalidad, como lo señala el Artículo 173 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, que textualmente dice:

Se aplicarán sanciones administrativas por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, que deban observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas serán autónomos en su desarrollo, sin que puedan imponer dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

En este sentido, es necesario señalar que el concepto de responsabilidad, ha sido objeto de muchas controversias entre juaristas, existiendo múltiples teorías que explican sus fundamentos y alcances; no obstante, la noción de responsabilidad no es exclusiva del discurso jurídico, siendo empleada en el discurso moral y religioso, así como en el lenguaje ordinario, motivos por los cuales, para determinar sus características designativas, es necesario hacer alusión a aquellos usos de responsabilidad que están, de alguna manera, presupuestos a la noción de responsabilidad acorde con nuestro propósito, esto es, desde la perspectiva de la dogmática jurídica.

Así las cosas, como se señala en el Artículo 174 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila, corresponde al Consejo de la Judicatura el conocer sobre las responsabilidades por faltas disciplinarias de los órganos jurisdiccionales y sus titulares, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales, o de su buen desempeño, por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, que deban observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión.

Como es de observarse, como lo disponen tanto la Constitución Política del Estado, como la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, corresponde al Consejo de la Judicatura el conocer de las faltas de los integrantes del Poder Judicial del Estado, por lo que al respecto de la proposición con Punto de Acuerdo que solicitan los integrantes de la Central Campesina Cardenista, tienen el derecho de acudir ante el órgano correspondiente a presentar su inconformidad que plantea en contra del Juez Primero de Primera Instancia en Materia Civil, del Distrito Judicial del Municipio de San Pedro de las Colonias, por lo que en este momento consideramos improcedente emitir el Punto de Acuerdo solicitado, dejando a salvo el derecho de los peticionarios para que acudan ente el Órgano Jurisdiccional correspondiente, que en el caso concreto lo es el Consejo de la Judicatura a fin de que conozca de la situación de dicho funcionario Judicial. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, quienes aquí dictaminamos los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideramos procedente emitir el siguiente:

ACUERDO

ÚNICO.- No es procedente emitir el Punto de Acuerdo solicitado, dejando a salvo el derecho de los peticionarios para que acudan ente el Órgano Jurisdiccional correspondiente, que en el caso concreto lo es el Consejo de la Judicatura a fin de que conozca de la situación de dicho funcionario Judicial.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Francisco Tobias Hernández (Coordinador), Dip Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de noviembre de 2015.
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